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el artículo 17.5 del Real Decreto 1398/1993, de 4 de agosto,
de procedimiento para el ejercicio de la potestad sancionadora,
que precisa al respecto que los hechos constatados por fun-
cionarios a los que se reconoce la condición de autoridad,
en el presente supuesto los dos guardias civiles actuantes,
y que se formalicen en documento público observando los
requisitos legales pertinentes, en el caso que nos ocupa la
denuncia efectuada, tendrán valor probatorio, por establecerlo
así la normativa aplicable, sin perjuicio de las pruebas que
en defensa de sus derechos o intereses señale o aporte el
interesado, en esta vía de recurso -niega de forma genérica
la titularidad-, y, en período previo de alegaciones, ninguna.

Por todo lo expuesto, no procede por razones de prueba
atender la alegación del recurrente que niega sin más su con-
dición de titular del negocio, al no desvirtuar en modo alguno
la presunción “iuris tantum”, que la normativa aplicable esta-
blece a favor de los agentes de la autoridad.

Respecto a la segunda alegación formulada -desconoce
los motivos o razones por las que se le imputa la titularidad
del negocio y concluye que al no ser titular del negocio no
se le puede incoar personalmente un expediente- simplemente
reseñar y reiterar nuevamente que los datos consignados en
la denuncia, no responde al azar, y que la negación genérica
de la titularidad no desvirtúa la presunción de veracidad del
contenido de la denuncia, que en el presente caso opera a
favor de los agentes de la autoridad.

Señalado lo anterior, en el presente expediente carece
de efectos jurídicos lo alegado por el recurrente; así pues,
notificada que fue su iniciación, y al no efectuarse alegaciones
en instancia, se dictó la resolución recurrida, cuyo contenido
procede confirmar, al no quedar desvirtuado en vía de recurso,
el hecho objeto de la infracción, como es que el local Master
Club, carece de extintores, infringiendo por ello las medidas
de seguridad que por imperativo legal deben observar estos
locales.

Por todo lo expuesto, vista la Ley Orgánica 1/92, de 21
de febrero, sobre Protección de la Seguridad Ciudadana, el
Real Decreto 2816/82, de 27 de agosto, que aprueba el Regla-
mento general de policía de espectáculos públicos y actividades
recreativas, la Ley 30/1992, de 26 de noviembre, de Régimen
Jurídico de las Administraciones Públicas y del Procedimiento
Administrativo Común, el Real Decreto 1398/1993, de 4 de
agosto, que aprueba el Reglamento del procedimiento para
el ejercicio de la potestad sancionadora, y demás normas con-
cordantes de especial y general aplicación, resuelvo desestimar
el recurso ordinario interpuesto por don Livio Battaglio, con-
firmando en todos sus extremos la resolución recurrida.

Contra la presente Resolución, -dictada en virtud de la
Orden de 29 de julio de 1985, de delegación de atribucio-
nesque agota la vía administrativa, se podrá interponer ante
el Tribunal Superior de Justicia de Andalucía, recurso con-
tencioso-administrativo en el plazo de dos meses a contar
desde el día siguiente al de su notificación, de acuerdo con
lo previsto en el art. 58 de la Ley reguladora de la Jurisdicción
Contencioso-Administrativa, de 27 de diciembre de 1956, pre-
via comunicación a este órgano administrativo de conformidad
con el art. 110.3 de la Ley de Régimen Jurídico de las Admi-
nistraciones Públicas y del Procedimiento Administrativo
Común. El Viceconsejero de Gobernación y Justicia, por
suplencia (Orden 17.6.1998). Fdo.: Presentación Fernández
Morales».

Sevilla, 2 de febrero de 1999.- El Secretario General Téc-
nico, Rafael Cantueso Burguillos.

RESOLUCION de 2 de febrero de 1999, de la
Secretaría General Técnica, por la que se notifica la
adoptada por la Consejera resolviendo el recurso ordi-
nario interpuesto por don Nicolás Giménez González,
en representación de Kopelmatic, SL, recaída en el
expediente sancionador AL-38/97-M.

La entrada en vigor de la Ley 29/1998, de 13 de julio,
de la Jurisdicción Contencioso-Administrativa ha operado un
cambio competencial en los órganos judiciales. En consecuen-
cia, el recurso contencioso-administrativo ha de interponerse
en el plazo de dos meses a contar desde el día siguiente
al de su notificación o publicación, ante el Juzgado de lo
Contencioso-Administrativo donde tenga su domicilio el
demandante o se halle la sede del órgano autor del acto ori-
ginario, a elección de aquél; todo ello de conformidad con
lo dispuesto en los artículos 8, 14 y 46 de la Ley reguladora
de la Jurisdicción Contencioso-Administrativa, de 13 de julio
de 1998.

De conformidad con lo dispuesto en el artículo 59.4 de
la Ley 30/92, de 26 de noviembre, de Régimen Jurídico de
las Administraciones Públicas y del Procedimiento Adminis-
trativo Común e intentada sin efecto la notificación personal
al recurrente don Nicolás Giménez González, en representación
de la entidad «Kopelmatic, S.L.», contra la Resolución del
Ilmo. Sr. Delegado del Gobierno de la Junta de Andalucía
en Almería, por la presente se procede a hacer pública la
misma, al no haberse podido practicar en su domicilio repro-
duciéndose a continuación el texto íntegro:

Se le comunica que el expediente administrativo se
encuentra en las dependencias del Servicio de Legislación y
Recursos de esta Secretaría General Técnica (Plaza Nueva,
4, Sevilla), pudiendo acceder al mismo previa acreditación
de su identidad.

«En la ciudad de Sevilla, a once de diciembre de mil
novecientos noventa y ocho.

Visto el recurso ordinario interpuesto y en base a los
siguientes

A N T E C E D E N T E S

Primero. Con fecha 11 de junio de 1997 fue formulada
acta de constatación de hechos por los Inspectores de Juego
y Apuestas, contra la empresa operadora Kopelmatic, S.L.,
respecto al establecimiento denominado Pub Danisa, titula-
ridad de doña María Parra Sánchez, por encontrarse instalada
y en funcionamiento la máquina recreativa tipo A, serie
A-3646, modelo Vídeo Val, sin comunicar previamente a la
Delegación del Gobierno de la Junta de Andalucía el cambio
de instalación de la citada máquina.

Segundo. Tramitado el procedimiento en la forma legal-
mente prevista, el día 27 de octubre de 1997 se dicta reso-
lución por la que se imponía una sanción consistente en multa
de cincuenta mil pesetas (50.000 ptas.), por la comisión de
una infracción administrativa a lo dispuesto en el artículo 30.4
de la Ley 2/1986, de 19 de abril, del Juego y Apuestas de
la Comunidad Autónoma de Andalucía, así como de lo esti-
pulado en los artículos 43.2 y 54.7 del Reglamento de máqui-
nas recreativas y de azar.

Tercero. Notificada la resolución, el interesado interpone
recurso ordinario cuyas argumentaciones se dan por repro-
ducidas, al constar en el correspondiente expediente admi-
nistrativo.

FUNDAMENTOS JURIDICOS

I

A tenor de lo dispuesto en el art. 39.8 de la Ley 6/1983,
de 21 de julio, del Gobierno y la Administración de la Comu-
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nidad Autónoma, resulta competente para la resolución del
presente recurso ordinario la Excma. Sra. Consejera de Gober-
nación y Justicia.

La Orden de 29 de julio de 1985, de delegación de com-
petencias en materia de resolución de recursos administrativos,
le atribuye esta competencia al Ilmo. Sr. Viceconsejero de
Gobernación y Justicia.

I I

El artículo 65, apartado 2, del Decreto 491/1996, de
19 de noviembre, por el que se aprueba el Reglamento de
máquinas recreativas y de azar, establece que “Las resolu-
ciones dictadas por los Delegados de Gobernación en los expe-
dientes sancionadores por infracciones leves agotan la vía
administrativa”.

En el presente procedimiento sancionador se comete una
falta de carácter leve, que de conformidad con lo estipulado
en el mencionado artículo, la resolución del mismo agota la
vía administrativa, no procediendo la interposición de recurso
ordinario, sino de recurso contencioso-administrativo ante el
Tribunal Superior de Justicia de Andalucía, por lo que resulta
la aplicación del artículo 105, apartado 2, de la Ley 30/1992,
de 26 de noviembre, de Régimen Jurídico de las Adminis-
traciones Públicas y del Procedimiento Administrativo Común.

Ante lo expuesto, debemos concluir que, al no ser sus-
ceptible de interponer recurso ordinario -artículo 107 de la
Ley 30/1992, de 26 de noviembre, de Régimen Jurídico de
las Administraciones Públicas y del Procedimiento Adminis-
trativo Común- procede al amparo de lo dispuesto en el artícu-
lo 113.1 de la citada Ley, declarar la inadmisión del recurso
interpuesto al no ser impugnable en vía administrativa.

Vistos la Ley 2/86, de 19 de abril, del Juego y Apuestas
de la Comunidad Autónoma de Andalucía, el Reglamento de
máquinas recreativas y de azar y demás normas de general
y especial aplicación, resuelvo no admitir el recurso ordinario
interpuesto, en base al fundamento jurídico II de esta Reso-
lución.

Contra la presente Resolución, -dictada en virtud de la
Orden de 29 de julio de 1985, de delegación de atribuciones-
que agota la vía administrativa, se podrá interponer ante el
Tribunal Superior de Justicia de Andalucía, recurso conten-
cioso-administrativo en el plazo de dos meses a contar desde
el día siguiente al de su notificación, de acuerdo con lo previsto
en el art. 58 de la Ley reguladora de la Jurisdicción Con-
tencioso-Administrativa, de 27 de diciembre de 1956, previa
comunicación a este órgano administrativo de conformidad
con el art. 110.3 de la Ley de Régimen Jurídico de las Admi-
nistraciones Públicas y del Procedimiento Administrativo
Común. El Viceconsejero de Gobernación y Justicia, por
suplencia (Orden 17.6.1998). Fdo.: Presentación Fernández
Morales».

Sevilla, 2 de febrero de 1999.- El Secretario General Téc-
nico, Rafael Cantueso Burguillos.

RESOLUCION de 2 de febrero de 1999, de la
Secretaría General Técnica, por la que se notifica la
adoptada por la Consejera resolviendo el recurso ordi-
nario interpuesto por don José Belmonte Cortijo, recaí-
da en el expediente sancionador AL-205/97-EP.

La entrada en vigor de la Ley 29/1998, de 13 de julio,
de la Jurisdicción Contencioso-Administrativa ha operado un
cambio competencial en los órganos judiciales. En consecuen-
cia, el recurso contencioso-administrativo ha de interponerse
en el plazo de dos meses a contar desde el día siguiente
al de su notificación o publicación, ante el Juzgado de lo
Contencioso-Administrativo donde tenga su domicilio el

demandante o se halle la sede del órgano autor del acto ori-
ginario, a elección de aquél; todo ello de conformidad con
lo dispuesto en los artículos 8, 14 y 46 de la Ley reguladora
de la Jurisdicción Contencioso-Administrativa, de 13 de julio
de 1998.

De conformidad con lo dispuesto en el artículo 59.4 de
la Ley 30/92, de 26 de noviembre, de Régimen Jurídico de
las Administraciones Públicas y del Procedimiento Adminis-
trativo Común e intentada sin efecto la notificación personal
al recurrente don José Belmonte Cortijo, contra la Resolución
del Ilmo. Sr. Delegado del Gobierno de la Junta de Andalucía
en Almería, por la presente se procede a hacer pública la
misma, al no haberse podido practicar en su domicilio repro-
duciéndose a continuación el texto íntegro:

Se le comunica que el expediente administrativo se
encuentra en las dependencias del Servicio de Legislación y
Recursos de esta Secretaría General Técnica (Plaza Nueva, 4,
Sevilla), pudiendo acceder al mismo previa acreditación de
su identidad.

«En la ciudad de Sevilla, a veintinueve de octubre de
mil novecientos noventa y ocho.

Visto el recurso ordinario interpuesto y en base a los
siguientes

A N T E C E D E N T E S

Pr imero. El procedimiento sancionador núm.
AL-205/97-EP tramitado en instancia se fundamenta en la
denuncia formulada por agentes de la autoridad, incluidos
en el ámbito de aplicación de la Ley Orgánica 2/1986, de
Fuerzas y Cuerpos de Seguridad; por comprobación de los
agentes de que en el establecimiento público reseñado en
el citado procedimiento, se produjo el incumplimiento del hora-
rio permitido a dichos establecimientos, por el exceso de la
hora de cierre con respecto a aquella en que el mismo debería
encontrarse cerrado al público y sin clientes en su interior.

Segundo. Tramitado el expediente en la forma legalmente
prevista, por la Delegación del Gobierno de la Junta de Anda-
lucía correspondiente, se dictó resolución por la que se imponía
una sanción consistente en multa, como resultado de la cons-
tatación de la comisión de una infracción a lo dispuesto en
el art. 1 de la Orden de 14 de mayo de 1987 por la que
se determina el horario de cierre de los espectáculos y esta-
blecimientos públicos, en relación con el art. 26.e) de la Ley
Orgánica 1/92, de 21 de febrero, sobre Protección de la Segu-
ridad Ciudadana.

Tercero. Notificada oportunamente la Resolución sancio-
nadora, el interesado interpone en tiempo y forma recurso
ordinario, cuyas argumentaciones se dan por reproducidas,
al constar en el correspondiente expediente administrativo.

FUNDAMENTOS JURIDICOS

I

A tenor de lo dispuesto en el art. 39.8 de la Ley 6/83,
de 21 de julio, del Gobierno y la Administración de la Comu-
nidad Autónoma, es competente para la Resolución del pre-
sente recurso la Excma. Sra. Consejera de Gobernación y
Justicia.

I I

Sobre la veracidad de los hechos constatados en la denun-
cia, ha sido y es constante jurisprudencia del Tribunal Supremo
la de atribuir a los informes policiales, en principio, veracidad


